Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a comenzar con la consideración del proyecto de ley de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial Sostenible, artículo por artículo, para ver si podemos realizar una votación tentativa 
identificando, en los artículos donde tenemos dudas, a quién debemos consultar. Para ello, pedimos a la 
Secretaría que nos ayude para que quede bien establecido cuáles son los temas postergados. Todo lo que 
nos merezca un tratamiento más profundo -de pronto, se podría realizar una nueva invitación al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- lo iríamos identificando. De ese modo, en un 
proyecto de ley que cuenta con unos 87 artículos, tendríamos un panorama global, con una votación 
indicativa y una serie de elementos que surgirán como dudas o discrepancias que podremos evacuar 
cuando vengan las delegaciones. 


Como hay versión taquigráfica, quiero dejar sentado que esto no es óbice para que si algunas 
delegaciones piden entrevistas, interrumpamos el debate y las recibamos. Hago esta aclaración porque 
este proyecto de ley genera mucha polémica. 


Léase el artículo 1. 


SEÑOR SECRETARIO.- “Artículo 1. Objeto. La presente Ley establece el marco regulador general para 
el ordenamiento y desarrollo territorial sostenible, sin perjuicio de las demás normas aplicables y de las 
regulaciones, que por remisión de ésta, establezcan el Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales. A 
tal fin: 


a) define las competencias e instrumentos de planificación, participación y actuación en la materia; 


b) orienta el proceso de ordenamiento del territorio hacia la consecución de objetivos de interés 
nacional y general; 


Cc) diseña los instrumentos de ejecución de los planes y de actuación territorial.” 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El proyecto de ley se titula “Ordenamiento y Desarrollo Territorial Sostenible”, 
pero quizás le agregaría claridad a su contenido -esto puede parecer formal, pero no lo es- que el título 
fuera “Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible”, porque se realiza un ordenamiento del territorio 
para el desarrollo sostenible. En el caso de que hubiera acuerdo en esa conceptualización, habría que 
hacer la misma inversión en este artículo 1%. Es decir que quedaría redactado de la siguiente manera: “La 
presente Ley establece el marco regulador general para el ordenamiento territorial y desarrollo sostenible”. 
Puede parecer una observación meramente formal, pero en realidad el objetivo de este proyecto de ley es 
ordenar el territorio y promover el desarrollo sostenible. Creo que la redacción tal como viene es más 
confusa. De manera que sugiero que tanto en el nombre del proyecto de ley como en todos los artículos en 
que aparezca la expresión “ordenamiento y desarrollo territorial sostenible”, se realice la correspondiente 
corrección. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece compartible la observación de la señora Senadora Topolansky; creo 
que el objetivo debe ser que el desarrollo sea sostenible y eventualmente sustentable, aunque me adelanto 
a decir que donde el proyecto dice “sustentable” debe decir “sostenible”. El territorio es finito y lo que no es 
finito es su desarrollo, de manera que esta modalidad de ubicar las palabras traduce de mejor forma lo que 
queremos decir. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con la corrección indicada. 
(Se vota:) 

--4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2*. 


(Se lee:) 


“Declárase de interés general el ordenamiento del territorio y de las zonas sobre las que la 
República ejerce su soberanía y jurisdicción. El ordenamiento territorial es cometido esencial del Estado y 
sus disposiciones son de orden público”. 


En consideración. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Se me ocurre que podríamos fusionar los artículos 2* y 9” del proyecto de ley 
dado que la primera frase de este último es muy similar a la parte final de aquel. Concretamente, comienza 
diciendo “Los instrumentos de ordenamiento territorial son de orden público”. Pienso que podríamos unir 
estos dos artículos con la siguiente redacción: “Artículo 2% Declaración de interés general, naturaleza y 
alcance. Declárase de interés general el ordenamiento del territorio y de las zonas sobre las que la 
República ejerce su soberanía y jurisdicción. Los instrumentos de ordenamiento territorial son de orden 
público y obligatorios en los términos establecidos en la presente Ley. Sus determinaciones serán 
vinculantes para los planes, proyectos y actuaciones de las instituciones públicas, entes y servicios del 
Estado y de los particulares”. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy de acuerdo con la propuesta porque entiendo que el ordenamiento territorial no 
es de los cometidos esenciales del Estado que, en general, recoge nuestra doctrina. Entonces, me parece 
atinado eliminar la frase “El ordenamiento territorial es cometido esencial del Estado”, y fusionar los dos 
artículos que, en realidad, son muy parecidos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que hay que mantener la referencia de que se trata de un cometido 
esencial del Estado porque hace al espíritu que tiene el conjunto del proyecto de ley. Por tal motivo, luego 
determina los instrumentos, los deberes y derechos. En tal sentido, si bien es correcta la fusión que está 
planteada, en tanto da más claridad y no desintegra lo relativo al interés general, entiendo que no es menor 
el mantenimiento de la última frase, dejando en claro que se trata de un cometido esencial del Estado. 
Precisamente, por serlo, se propone una serie de artículos que lo hacen efectivo y su cumplimiento es de 
orden público. 


En resumen, formulo moción en el sentido de agregar esa frase al final del artículo tal como lo ha 
redactado la señora Senadora Topolansky. 


SEÑOR MOREIRA.- Dentro de los cometidos esenciales del Estado, en el sentido tradicional, no figura el 
ordenamiento territorial, que es una concepción muy moderna y necesaria. Sí lo son la defensa, la 
educación, la salud pública y la seguridad interior. Repito, el ordenamiento territorial no es un cometido 
esencial del Estado. La expresión “son de orden público” quiere decir que no se puede pactar en contrario. 
Pienso que con esa expresión es suficiente. No es lo mismo que las disposiciones sean de orden público o 
de interés general, que asignarle al ordenamiento territorial la calidad de cometido esencial del Estado, que 
no lo es. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que en esa lista de consultas genéricas y en la otra, que vamos a realizar 
para el Ministerio, podríamos incluir una duda razonable, porque me parece claro que la legislación ha 
avanzado en derecho de última generación y en derecho a un ambiente saludable. En este caso, el tema 
de la sustentabilidad del ambiente está íntimamente vinculado al desarrollo del territorio, lo que hace 
necesaria esta incorporación. 


El señor Senador Moreira es abogado y quien habla, cardióloga, por lo que prefiero hacer una 
consulta jurídica que me de claridad sobre las ventajas o no de incorporar esa expresión. Sin duda, hay 
aspectos referidos a nuestra Carta Magna -todos sabemos que no tiene el grado suficiente de 
“aggiornamento”, estemos o no de acuerdo- que incorpora los derechos de última generación, y en este 
sentido, seguramente, todos estaremos de acuerdo en que asisten a la gente. 


Por lo tanto, me parece que podemos hacer una votación indicativa del resto del artículo en la 
forma sugerida por la señora Senadora Topolansky, y dejar esta frase pendiente para que sea incorporada, 
ono, al artículo. Además, encabezaría la lista de dudas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2”. 


(Se vota:) 

- 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3*. 

(Se lee:) 


“A los efectos de la presente Ley, el ordenamiento territorial es el conjunto de acciones 
transversales del Estado que tienen por finalidad mantener y mejorar la calidad de vida de la población, la 
integración social en el territorio y el uso y aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de 
los recursos naturales y culturales. 


El ordenamiento territorial es una función pública que se ejerce a través de un sistema integrado 
de directrices, programas, planes y actuaciones de las instituciones del Estado con competencia a fin de 
organizar el uso del territorio. Para ello, reconoce la concurrencia de competencias e intereses, genera 
instrumentos de promoción y regulación de las actuaciones y procesos de ocupación, transformación y uso 
del territorio.” 


Tenemos varias sugerencias realizadas por delegaciones que comparecieron en esta Comisión. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Hay una sugerencia realizada por la Asociación de Arquitectos del Uruguay que 
comparto. El artículo 3” dice: “conjunto de acciones transversales del Estado” y ellos proponen agregar: 
“conjunto de acciones transversales del Estado y la sociedad civil”. En realidad las acciones van a ser entre 
lo público y lo privado. Pienso que esta propuesta es razonable. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No estuve presente en la sesión en que se hizo esa propuesta, pero luego de 
leerla me pareció que no existe paridad institucional como para sustentar este agregado. Sin duda, la 
sociedad está involucrada en la gestión, en la opinión sobre medidas que a punto de partida de esta ley se 
puedan sugerir. Se le da un protagonismo y una participación importante pero no sé si corresponde incluirla 
en este artículo 3%, en el que se define el concepto y la finalidad de la ley. No sé si es posible poner en una 
situación de paridad al conjunto del Estado y su necesidad de actuar transversalmente con la sociedad 
civil. ¿Por qué digo esto? Porque eso puede ser una realidad concreta traducido a lo local, pero no sé si 
puede serlo en lo macro, en lo general. Me queda esa duda. 


De todas formas, la sociedad está citada en el proyecto, no con el carácter de sociedad civil -que 
supongo que pretende darle el carácter de sociedad organizada- sino como población, como integración 
social. Son las referencias a la ciudadanía que el propio inciso tiene. Soy de las fervorosas defensoras del 
compromiso de la gente en las políticas públicas, pero no sé si es este el artículo en el que debe estar 
contenido, porque me parece que partimos de una notoria desigualdad. Insisto en que no es un tema de 
concepción filosófica, sino de oportunidad en el contenido del artículo. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que no es contradictorio con el espíritu de la ley, porque evidentemente los que 
conducen esto son los diferentes organismos públicos, llámense Estado, persona jurídica mayor, gobiernos 
departamentales o Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Lo cierto es que 
también hay artículos que refieren a operaciones territoriales concertadas; se estimulan operaciones 
territoriales concertadas conducidas por la Administración con la participación de propietarios inmobiliarios, 
vecinos, usuarios, etcétera. Es decir, que la concertación también es un instituto de ordenamiento territorial 
que produce muy buenos resultados y si hacemos referencia exclusivamente al Estado estaríamos 
diciendo que es sólo él quien dispone, ignorando el ejercicio de la concertación, que es una operación - 
según mi propia experiencia- que rinde muy buenos resultados y en la que intervienen, por ejemplo, 
empresarios privados. Acá se prevén sociedades de economía mixta y una serie de instrumentos, y si no 
hacemos alguna referencia a la sociedad civil parecería que fuera una función exclusivamente pública, que 
no lo es en todos los casos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Por supuesto que todas estas cosas son discutibles, pero me parecía que 
correspondía este agregado porque, como el artículo se titula “Concepto y finalidad”, no está estableciendo 
una norma sino que está contextualizando. Este artículo está en el inicio de la ley, en la presentación y me 


pareció interesante la sugerencia de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay, porque esto no va a ser algo 
que parta sólo del Estado. Lo podrá hacer si existe la otra parte, la sociedad civil -tal vez la expresión 
“sociedad civil” no es la más feliz, pero se podría buscar otra- que para la implementación de esta ley es 
crucial. 


Este proyecto de ley, por lo menos tal como lo entiendo, no es posible si no hay una participación 
activa de la sociedad sobre el territorio. Entonces, como sólo se trata de una conceptualización del artículo 
3%, me parece interesante incorporar esa idea. Tampoco es algo de lo que haga cuestión pero, reitero, creía 
que valía la pena añadir esa sugerencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay un Capítulo referido a los deberes de los propietarios, en donde se establece que 
las acciones de la población, de la sociedad civil, tienen incidencia muy clara en el ordenamiento del 
territorio. Precisamente, en el día de hoy estuvimos escuchando a los emprendedores de ENCE, que van a 
llevar adelante una acción de coparticipación y de coordinación con el Gobierno Nacional y con el Gobierno 
Departamental para fines relativos al ordenamiento del territorio. Se habla de modificar hasta la caminería y 
de instalar viviendas. Quiere decir que la acción de los agentes privados en la acción efectiva es vital para 
el ordenamiento territorial. Por eso, creo que hay que incluirlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para que quede claro, yo no discrepo con el concepto. Creo que la sociedad 
está en todo el espíritu y la efectividad que esta ley pueda tener. Creemos que la SAU propone la mejor 
expresión y ubicación, porque por “sociedad civil” no necesariamente se tiene que entender 
emprendimientos privados de tipo empresarial. Por “sociedad civil” muchas veces se entiende ciudadanas y 
ciudadanos organizados en función de un particular interés en defensa de su territorio, algo más vinculado 
con las cuestiones concretas. Entonces, ya que existe un temperamento para incorporarlo, pensamos en 
“sociedad” sin que quedemos entrampados en las concepciones de que “civil” implica ciudadanía 
organizada, sino que pueden ser empresarios, ciudadanos, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- El término “ciudadano” tiene una clara connotación de política, del que vota. Se refiere 
más al ciudadano sujeto de derecho actuando políticamente. Yo incluiría la expresión “agentes privados”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como sabemos, esa es su concepción, pero “ciudadanía” es un concepto que se 
impone en la normativa cada vez más. Usted lo sabe, aunque no comparta la filosofía de que no es la 
agencia... 


SEÑOR MOREIRA.- Es un debate filosófico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por supuesto que es un debate filosófico. Ciudadanía es la generación de 
derechos desde los tiempos más modernos, sin la connotación de lo exclusivamente político o político- 
partidario, porque los derechos ciudadanos son derechos de ejercicio cotidianos sobre los más diversos 
temas, que involucran desde la salud hasta lo medioambiental. Por lo tanto, propondría mantener la idea de 
sociedad que abarca todas las disciplinas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El Estado y la sociedad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es. De esta forma, creo que abarca más y no empareja situaciones que son 
desiguales. 


SEÑOR MOREIRA.- El término “sociedad” es muy genérico, ya que dentro de él queda comprendido todo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Es genérico e incluye la conceptualización que, al menos en lo personal, es lo 
que más me importa que quede registrado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De manera que se ha propuesto sustituir la expresión “sustentable y 
democrático” por “sustentable y sostenible”. 


También se ha sugerido incorporar la expresión “y la sociedad”, por lo que diría *.. transversales 
del Estado y la sociedad...”, y quitar la frase “que tienen por finalidad mantener”. 


SEÑOR MOREIRA.- El párrafo segundo expresa: “El ordenamiento territorial es una función pública que se 
ejerce a través de un sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones de las instituciones 
del Estado con competencia a fin de organizar el uso del territorio. Para ello, reconoce la concurrencia de 
competencias e intereses, genera instrumentos de promoción y regulación de las actuaciones y procesos 
de ocupación, transformación y uso del territorio”. Parecería contradictorio introducir “competencias de la 
sociedad” o “concurrencia de competencias” o “coexistencia de competencias del Estado y de la sociedad”, 
teniendo en cuenta lo que dice el segundo párrafo, el cual refiere, exclusivamente, a una función pública 
llevada a cabo por entidades estatales. 


Creo conveniente que se desglose el artículo para compatibilizar los dos incisos. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Propongo que se postergue el artículo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si la Comisión está de acuerdo, postergamos el artículo 3". 
Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO.- “Artículo 4%. Materia del ordenamiento territorial. El ordenamiento y desarrollo 
territorial sostenible comprende: 


a) La definición de estrategias de desarrollo sostenible, uso y manejo del territorio en función de 
objetivos sociales, económicos, urbanísticos y ecológicos, a través de la planificación. 


b) El establecimiento de criterios para la localización de las actividades económicas y sociales. 


Cc) La identificación y definición de áreas especiales de protección, por su interés ecológico, 
patrimonial, paisajístico, cultural y de conservación del medio ambiente y los recursos naturales. 


d) La identificación de zonas de riesgo por la existencia de fenómenos naturales o de instalaciones 
peligrosas y asentamientos humanos vulnerables. 


e) La definición de equipamiento e infraestructuras y de estrategias de consolidación del sistema de 
asentamientos humanos. 


f) La previsión de territorio a los fines y usos previstos en los planes. 


9) El diseño y adopción de instrumentos y procedimientos de gestión que promuevan la 
planificación del territorio. 


h) La elaboración e instrumentación de programas, proyectos y actuaciones con incidencia 
territorial. 


1) La promoción de estudios para la identificación y análisis de los procesos políticos, sociales y 
económicos de los que derivan las modalidades de ocupación y ordenamiento del territorio”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 


Si me permiten, quisiera hacer una sugerencia relacionada con la redacción del articulado. 
Indistintamente, se utilizan numerales y literales, por lo que sugiero que se usen unos u otros. En lo 
personal, prefiero los literales. Por ejemplo, el artículo 5” tiene numerales. Por tanto, creo que debemos 
homogeneizar todo el texto y, si están de acuerdo, pasar todo a literales, salvo que algún caso amerite, 
además del literal, el numeral. Aclaro que estamos hablando solamente de una cuestión de estilo. El literal 
d) habla de “la identificación de zonas de riesgo para la existencia de fenómenos naturales o de 


4 


instalaciones peligrosas”, y a continuación utiliza la conjunción “y”, cuando a mi juicio debería emplearse el 


término “para”. Creo que la responsabilidad es la de identificar esa zona donde puede haber, por la 
existencia de peligros derivados de sustancias o de fenómenos naturales, un riesgo para la población. En 
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definitiva, me parece que debería ponerse en el texto un “para” en vez de un “y”. 


SEÑOR MOREIRA.- En realidad se trata de tres cosas diferentes. En primer lugar, cuando habla de 
fenómenos naturales refiere, por ejemplo, a inundaciones; en segundo término, refiere a una instalación 
peligrosa, que podría ser una planta como esa que hay en Libertad y, en tercer lugar, refiere a los 
asentamientos humanos vulnerables, que son los que constituyen zonas de riesgo. Para citar otros 
ejemplos, podría mencionar una curtiembre en el barrio de Peñarol, un barrio ubicado al borde de un río 
que se inunda y un asentamiento. Se trata de cosas diferentes que pueden considerarse zonas de riesgo; 
por lo tanto, es necesario identificarlas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Creo que deberíamos unir los literales c) y d) por lo siguiente. En el literal c), en 
primer lugar, deberíamos utilizar la misma terminología que aparece en otros artículos del proyecto; en 
lugar de “áreas especiales de protección”, debería decir “áreas bajo régimen de protección especial”, 
porque así es como se denomina a esas zonas. 


Concretamente, el literal c) dice: “La identificación y definición de áreas especiales de protección, 
por su interés ecológico, patrimonial, paisajístico, cultural y de conservación”. A mi juicio aquí habría que 
introducir una modificación de modo que la última parte dijera: “de conservación ambiental y de recursos 
naturales, así como la identificación de zonas de riesgo por la existencia de fenómenos naturales o de 
instalaciones potencialmente peligrosas para los asentamientos humanos vulnerables.” 


Me parece que se trata de dos literales que se refieren a lo mismo y, por lo tanto, podríamos 
unirlos. Las zonas de instalaciones potencialmente peligrosas, obviamente, pueden afectar el medio 
ambiente o a los seres humanos, que son los elementos a proteger. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no entendí mal, lo que se está planteando es la unificación, porque todas las 
características que se definen en ambos literales hacen de esa zona de particular interés para su 
protección o de especial identificación para evitar un riesgo humano. No hay que olvidar que lo que refiere 
a la protección ambiental por sus condiciones culturales, paisajísticas, etcétera, ya estaría contemplado. 
¿Eso es lo que se quiere significar? Porque el hecho de que se utilicen dos literales significa que en uno de 
ellos se explique claramente por qué es necesario preservar y conservar esas áreas -es por su riqueza- y 
en el otro -por eso proponía cambiar la “y” por el “para”- se identifiquen las zonas que por alguna razón 
representan un riesgo para la condición humana, donde, obviamente, lo que se plantea es un asentamiento 
de tipo irregular, porque nadie está pensando en que alguien vaya a construir una vivienda o una 
edificación en un lugar riesgoso, porque nunca obtendría una autorización. 


En principio, creo que son dos cosas diferentes, aunque no niego que la unificación de ambas 
tenga como finalidad, por un lado, la protección de las condiciones que hacen importante determinada 
área, y por otro, el evitar riesgos para la población. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pueden ser dos o una; me pareció que así se simplificaba, pero no hago 
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cuestión. Lo que sí está claro es que la “y” no corresponde. 


Luego, para compatibilizar el texto, en lugar de establecer “áreas especiales de protección” habría 
que emplear la misma expresión que se usa más adelante: “áreas bajo régimen de administración 
especial”. De esta forma sabemos que estamos hablando de lo mismo, es decir, de áreas que tienen una 
administración diferente. Mi planteo es casi formal, pero creo que clarifica un poco el texto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien porque unifica la nomenclatura. 


SEÑOR MOREIRA.- Percibo que en el literal d) las zonas de riesgo refieren a tres circunstancias 
diferentes: fenómenos naturales, instalaciones peligrosas y asentamientos humanos vulnerables, es decir, 
aquellos asentamientos en los cuales las condiciones de habitación carecen de la infraestructura mínima. 
Por ejemplo, si se tratara de la instalación de una industria química al lado de una ciudad, se referiría a 
asentamientos humanos y no vulnerables. Creo que son aspectos diferentes y el “para” me parece que no 
corresponde. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si fuesen tres elementos diferentes al mismo nivel, desde el punto de vista 
conceptual no estaría de acuerdo en poner al mismo nivel una instalación peligrosa con un asentamiento 
humano precario. Me parece que no se pueden comparar de ninguna manera. Creo que lo que se busca 
aquí es la protección de esos asentamientos -que, lamentablemente, existen- en territorios donde hay 
instalaciones peligrosas o donde los fenómenos naturales hacen más vulnerable la condición de ese 
asentamiento ya precario por definición. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Lo que sucede es que “asentamiento humano” es un concepto general para 
definir cualquier ciudad. 


SEÑOR MOREIRA.- Cualquier centro poblado. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- El hecho de que sean vulnerables por razones naturales o por instalaciones 
peligrosas se puede dar tanto en una gran ciudad o en una zona precaria porque los efectos de un 
fenómeno natural, como que puede ser la crecida de un río, puede afectar zonas urbanizadas que no son 
precarias y una instalación peligrosa con emanaciones o algo por el estilo -un gran tema que se discute hoy 
en el Uruguay- puede afectar lugares muy precarios o muy consolidados. Pienso que aquí está dicho en un 
sentido muy genérico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que el tema que está planteando la señora Senadora se refiere al literal e), 
que habla de otros asentamientos humanos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pero en ese caso se plantea otra cosa. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que es lo que contiene a otras situaciones. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En el literal e) se habla de equipamiento e infraestructuras y de estrategias de 
consolidación del sistema de asentamientos humanos, pero este es otro tema. ¿De qué trata? De proteger 
algunos riesgos provocados por la naturaleza que pueden darse en los arroyos, en las costas, por las 
tormentas o los incendios y por elementos creados por el ser humano como, por ejemplo, instalaciones 
industriales que generen efluentes y que pueden afectar un asentamiento humano ya sea formal o informal. 
Me parece que es más abarcativo. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con la señora Senadora. En todos los planes de ordenamiento territorial se 
prohíbe la localización de ciertas actividades industriales en determinadas áreas. Eso forma parte del 
ordenamiento territorial o sea, decidir si una zona es de riesgo para la población que allí está asentada. 
Cuando se hace un plan regulador, un plan director, se establecen las zonas en las que no se pueden 
instalar industrias de determinadas categorías. Se toman en cuenta no sólo los asentamientos precarios 
sino también los asentamientos humanos de un barrio o de una localidad cualquiera sea esta. Me parece 
que se refiere, en términos generales, a ese tipo de situaciones. Por ejemplo, en Carrasco o en Paso 
Molino no se puede instalar una industria química porque es peligroso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, en la redacción se mantendría “para” y no “y”. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero dejar sentado que se refiere a la totalidad de las situaciones. 


SEÑOR MOREIRA.- No sólo se refiere a aquellas situaciones vulnerables sino a cualquier asentamiento 
humano. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para ir aproximando las posiciones, llegamos a la conclusión de que es por el 


riesgo humano. Entonces no es “y” porque si no sería una tercera situación. Dejamos “para” y eliminamos 
“vulnerable”, porque referiría a todos los asentamiento humanos. 


SEÑOR MOREIRA.- Lamento pero me tengo que retirar porque a la hora 14 y 30 está citada la Comisión 
de Transporte y Obras Públicas, que integro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habíamos quedado que levantábamos esta sesión a la hora 14 y 30 minutos y 
ya han pasado ocho minutos.. 
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Entonces, para terminar, cambiamos el “y” por el “para”, eliminamos el término “vulnerable” e 
incluimos la definición que sugería la señora Senadora, para homogeneizar “bajo régimen de 
administración especial”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 38 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


